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RESUMEN 

A través del presente trabajo se realiza un estudio al procedimiento sancionador, en 

materia de protección al consumidor, que tuvo lugar por la denuncia de la Sra. Elvira 

Orellana contra el Sr. César Vargas, por hechos que acontecieron en la compra de 

un cachorro de raza Yorkshire que falleció a los pocos días de haber sido adquirido. 

Las conductas infractoras que fueron observadas en el marco del procedimiento 

sancionador se relacionaron con vulneración a los artículos 19, 150 y 151 del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor, en razón de que se habría comercializado 

un cachorro en estado de salud no adecuado, no se habría cumplido con entregar 

un comprobante de pago por la adquisición del cachorro, y no contaría con un libro 

de reclamaciones en las instalaciones del local comercial. 

 

Desde una revisión a los aspectos materiales y formales que se dieron en el marco 

del procedimiento, se buscará dar respuesta a las siguientes preguntas: (i) ¿El Sr. 

Vargas incurrió en una vulneración al deber de idoneidad?; (ii) ¿Correspondía 

declarar la nulidad de la Resolución Final No 4524-2012/CPC?; y, (iii) 

¿Correspondía declarar fundada la demanda contenciosa administrativa presentada 

por el Sr. Vargas? 

 

A efectos de responder las interrogantes planteadas anteriormente, se tendrá en 

consideración la normativa aplicable en materia de protección al consumidor y al 

Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 

General. Asimismo, el presente informe contemplará el estudio de jurisprudencia 

emitida por los órganos de protección al consumidor.  
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I. Glosario 

¨ Denunciante / Sra. Orellana: Elvira Orellana Balttolu de Tam 

¨ Denunciado / Sr. Vargas: Cesar Alberto Vargas Jesús 

¨ Cachorro: Cachorro raza Yorkshire Terrier, adquirido el 27 de 

noviembre de 2011 

¨ Local Comercial: Precious Pet, local comercial del Denunciado 
¨ Sra. Mónica: Personal del Local Comercial que alega ser conyugé del 

Denunciado 
¨ Certificado de garantía: Documento entregado a la Denunciante en 

la fecha de adquisión del Cachorro 
¨ INDECOPI: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 

Protección de la Propiedad Intelectual. 

¨ Código del Consumidor: Código de Protección y Defensa del 

Consumidor 

¨ Código Civil: Código Civil de 1984 
¨ Código Procesal Civil: Texto Único Ordenado del Código Procesal 

Civil 
¨ TUO de la Ley ACA: Texto Único Ordenado de la Ley N° 27584, Ley 

que regula el Proceso Contencioso Administrativo 
¨ TUO de la LPAG: Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General. 

¨ Facultades, normas y organización del INDECOPI: Decreto 

Legislativo No. 807 

¨ Ley de organización y funciones del INDECOPI: Decreto Legislativo 

No. 1033 
¨ ROF del INDECOPI: Decreto Supremo 009-2009-PCM, Reglamento 

de Organización y Funciones del INDECOPI. 
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¨ Directiva de protección al consumidor: Directiva Única que regula 

los procedimientos de protección al consumidor previstos en el Código 

de Protección y Defensa del Consumidor. 
¨ ORPS N° 3: Órgano Resolutivo de Procedimiento Sumarísimo 3 

¨ CPC: Comisión de Protección al Consumidor 

¨ Sala: Sala Especializada en Protección al Consumidor 
¨ 23° Juzgado: Vigésimotercer Juzgado Contencioso Administrativo 

con Sub Especialidad en Temas de Mercado 

¨ Ministerio Público: Ministerio Público Décima  Fiscalia Provincial Civil 

de Lima 
¨ Primera Resolución Final: Resolución Final N° 4524-2012/CPC 
¨ Segunda Resolución Final: Resolución Final N° 1699-2014/CPC 

¨ Primera Resolución de la Sala: Resolución 1077-2014/SPC-

INDECOPI 

¨ Segunda Resolución de la Sala: Resolución No. 502-2015/SPC-

INDECOPI 
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II. Introducción - ¿De qué trata el caso? 

La controversia por examinar en este informe versa sobre la denuncia de la Sra. 

Elvira Orellana contra el Sr. Cesar Vargas, este último en calidad de proveedor, por 

situaciones que acontecieron durante y posteriormente a la compra de un cachorro 

de raza Yorkshire en el Local Comercial de titularidad del Denunciado; el cual 

falleció a los dos (2) días de haber sido adquirido por la Denunciante.  

A través del procedimiento sancionador iniciado con la denuncia de la Sra. Orellana, 

el INDECOPI analiza si el Sr. Vargas incurrió en la vulneración a los artículos 18, 

19, 150 y 151 del Código del Consumidor por: (i) haber vendido a la Denunciante 

un cachorro de raza Yorkshire que no se encontraba en adecuado estado de salud; 

(ii) no haber entregado a la denunciante el comprobante de pago por la compra del 

cachorro; y, (iii) no contar con libro de reclamaciones en las instalaciones del Local 

Comercial.  

Ahora bien, en el desarrollo de las instancias administrativas, los órganos de 

protección al consumidor que resolvieron el presente procedimiento manifiestan que 

la Denunciante y el Denunciado presentaron argumentos y medios de prueba que 

no resultaban fehacientes para acreditar o desacreditar la comisión de los hechos 

imputados.  

Muestra de lo anterior, se puede evidenciar en lo resuelto por la CPC en la Primera 

Resolución Final, donde se desestimó la denuncia relacionada al estado de salud 

del Cachorro alegando que, a pesar de contar con recibos y diagnósticos de 

veterinarios que acreditaban que el Cachorro recibió atención médica el mismo día 

de haber sido adquirido, no se habían presentado medios probatorios que brindaran 

certeza de que estos correspondieran al Cachorro y no a otro. Del mismo modo, en 

el apartado considerativo 28 de la ya citada resolución, la CPC desestimó la 

denuncia referida a la falta de entrega del comprobante de pago señalando que “si 

bien no ha quedado acreditado que exista la certeza (de) que dichas boletas hayan 

sido entregadas a la Denunciante”, el Certificado de garantía se homologa como un 
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comprobante de pago para efectos del cumplimiento de la obligación por parte del 

Denunciado. 

La situación antes descrita no presenta mejoría alguna si se examina lo manifestado 

por la CPC en la Segunda Resolución Final. En primer lugar, en relación con el 

estado de salud del Cachorro, la CPC manifestó que, a pesar de que la Denunciante 

ha expresado y presentado documentos que acreditan que el Cachorro recibió 

atención médica en 3 clínicas veterinarias desde el mismo día de su adquisición, no 

ha cumplido con las condiciones establecidas en el Certificado de garantía; y, por 

ende, no se puede afirmar que exista responsabilidad administrativa del Sr. Vargas 

respecto al hecho imputado. Asimismo, respecto a la no entrega del comprobante 

de pago, la CPC reiteró en parte lo manifestado en la Primera Resolución Final 

añadiendo que, si bien el Certificado de garantía no se constituye formalmente como 

un comprobante de pago, resulta suficiente para que se entienda que el Denunciado 

ha cumplido con la obligación y, en consecuencia, declarar infundada la denuncia.  

Así pues, requirió esperar al pronunciamiento en la Segunda Resolución de la Sala 

para que la consideración de los hechos alegados por la Sra. Orellana y el Sr. 

Vargas sea realizado acorde a las conductas que la CPC consideró como conductas 

susceptibles de sanción en la imputación de cargos.  

No obstante, TODAS las resoluciones alegadas previamente presentaron diversas 

particularidades que obligan a cuestionar si lo realizado por la CPC y la Sala se rigió 

en el marco de un procedimiento sancionador acorde a lo establecido en el TUO de 

la LPAG y que, incluso, algunos de ellos fueron materia de disputa en un 

procedimiento contencioso administrativo de forma posterior. A modo enunciativo, 

y con el compromiso de profundizar en ello en los siguientes apartados, se 

encuentran: (i) la falta de notificación a la Sra. Orellana de un escrito presentado por 

el Denunciado (ii) los “errores materiales” de la Primera Resolución Final que 

resultan incongruentes entre las secciones considerativas y resolutivas de la misma; 

(iii) la omisión de pronunciamiento de la CPC respecto a la solicitud de informe oral 

y visita inspectiva al Local Comercial requeridas por la Denunciante; (iv) la 
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vulneración a los derecho al debido procedimiento y los principios de legalidad, 

razonabilidad, congruencia y debida motivación. 

En ese sentido, a fin de realizar un análisis a las particularidades del presente caso, 

las principales disposiciones normativas que se tendrán en consideración para el 

desarrollo del presente reporte serán: la normativa aplicable en materia de 

protección al consumidor - Código del Consumidor, Facultades, normas y 

organización del INDECOPI, Ley de organización y funciones del INDECOPI, ROF 

del INDECOPI y la Directiva de protección al consumidor –, el TUO de la LPAG y el 

TUO de la Ley ACA. 

III. Hechos jurídicamente relevantes 

III.1. Antecedentes 

Con fecha 27 de noviembre de 2011, la Sra. Orellana adquirió al Cachorro en el 

Local Comercial de titularidad del Sr. Vargas por el precio de US$ 340.00 

(Trescientos cuarenta con 00/100 dólares americanos); el cual, a palabras de este 

último, gozaba de un óptimo estado de salud. Empero, en la tarde del mismo día de 

la adquisición, el Cachorro presentó dificultad para respirar, alimentarse y 

movilizarse como un cachorro en condiciones normales. 

Acto seguido de presenciar los síntomas, la Sra. Orellana regresó al Local 

Comercial para que puedan revisar al Cachorro, siendo atendida por la Sra. Mónica. 

La Denunciante le informó a la Sra. Mónica la situación en la que se encontraba el 

Cachorro a fin de que este pueda ser revisado por un médico veterinario. No 

obstante, la Sra. Mónica le indicó que no había necesidad de que el Cachorro sea 

atendido por un veterinario, debido a que los síntomas mencionados responderían 

a una “tos perrera”.  

La Sra. Orellana reiteró su solicitud para que el Cachorro sea atendido por un 

especialista. Empero, la Sra. Mónica le indicó que ella atendía a todos los canes en 

el establecimiento y le explicó el tratamiento inyectable que debía seguir el 

Cachorro. La Denunciante se opuso indicando por tercera vez que dicha labor 
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correspondía a un médico veterinario; a lo cual, la Sra. Mónica le respondió que 

“asumieran las consecuencias por no dejar curar a su mascota con ella”.  

Ante ello la Sra. Orellana solicitó que se le entregue el Libro de Reclamaciones del 

Local Comercial. Como resultado de la solicitud, la Sra. Mónica le informó que no 

contaban con el instrumento de reclamos solicitado, generando que no pueda 

formular su reclamo de manera formal. 

Por tal motivo, y al ver que el estado de salud del Cachorro empeoraba, la Sra. 

Orellana acudió a tres (3) veterinarias para la revisión del Cachorro1. Siendo de este 

modo que el Cachorro fue diagnosticado con un cuadro de neumonía con ínfimas 

posibilidades de sobrevivir, dando como esperanza máxima de vida de una (1) o 

dos (2) noches más al Cachorro. En consecuencia, el 29 de noviembre de 2011 la 

Sra. Orellana autorizó aplicar una eutanasia al Cachorro.  

Al día siguiente de realizada la eutanasia, la Denunciante realizó una necropsia al 

Cachorro en el laboratorio de Histología, Embriología y Patología Veterinaria de la 

Universidad Mayor de San Marcos, teniendo como resultado la existencia de una 

neumonía hemorrágica difusa aguda.  

Ante la obtención de dicho diagnóstico, el 6 de diciembre de 2011 la Sra. Orellana 

dirigió una misiva por conducto notarial al Sr. Vargas requiriendo que se proceda 

con la devolución del costo del Cachorro y de los gastos ocasionados por la carencia 

de atención especializada en el Local Comercial. No obstante, la referida misiva fue 

respondida notarialmente por el Denunciado el 02 de enero de 2012 negando 

responsabilidad sobre los hechos descritos en la carta. 

 

 
1 En el escrito de denuncia, se señala que las visitas al médico veterinario acontecieron de la siguiente manera: 
 

Fecha Veterinaria 
27/11/2011 Clínica Veterinaria El Polo SAC 
29/11/2011 Veterinaria Artesanos 
29/11/2011 Clínica Veterinaria Rondón 
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III.2. Instancias: 

III.2.1. Sede administrativa 

III.2.1.1. Inicio del procedimiento sancionador 

El 02 de marzo de 2012, la Sra. Orellana denunció al Sr. Vargas ante el INDECOPI 

por infracciones al Código del Consumidor por los hechos descritos en los 

antecedentes y la no entrega de una boleta de venta por la compra del Cachorro; 

por lo que, requirió las siguientes medidas correctivas: (i) devolución del monto 

pagado por el Cachorro; (ii) entrega del certificado de pedigree del Cachorro; (iii) 

entrega del comprobante de venta por el Cachorro; (iv) clausura temporal del Local 

Comercial; (v) inhabilitación del Denunciado; (iv) pago de costas y costos del 

procedimiento. 

En consecuencia, mediante la Resolución N° 01 (en adelante, la “Resolución 1”), el 

ORPS N° 3 admitió a trámite la denuncia en razón de que el Denunciado habría 

vulnerado el artículo 19 del Código del Consumidor, en tanto: (i) habría vendido el 

Cachorro cuando este encontraba en malas condiciones de salud; y, (ii) habría 

incumplido con su deber de entregar un comprobante de pago por la venta del 

Cachorro, afectando de este modo las expectativas de consumidor al no encontrar 

una correspondencia entre lo que esperaba recibir y lo que realmente recibió. 

No obstante, el 19 de abril de 2012, la Sra. Orellana formuló una queja señalando 

que la ORPS N° 3 no interpretó correctamente su competencia en relación con la 

protección de consumidores; y, asimismo, solicitó que en la imputación de cargos 

se incluya que el Sr. Vargas cometió una infracción al artículo 150 del Código del 

Consumidor.  

La queja fue resuelta mediante la Resolución Final N° 1530-2012/CPC declarando 

fundado lo alegado por la Denunciante y ordenando la nulidad de todas las 

resoluciones de trámite actuadas en el procedimiento del ORPS N° 3, para 

finalmente remitir la denuncia a la CPC y proceder con el trámite correspondiente.  
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Posteriormente, el  5 de julio de 2012, la CPC expidió la Resolución CPC N° 01 (en 

adelante, “Resolución CPC 1”), mediante la cual la CPC admitió a trámite la 

denuncia bajo el siguiente análisis: (i) infracción al artículo 18 y 19 del Código del 

Consumidor, en la medida que no se habría prestado un servicio idóneo al haber 

entregado al Cachorro en un estado de salud no adecuado; y, (ii) infracción al 

artículo 150 y 151 del Código del Consumidor, en cuanto el Denunciado no contaría 

con libro de reclamaciones en las instalaciones del Local Comercial. Asimismo, 

solicitó a la Sra. Orellana presentar los informes emitidos por las clínicas veterinarias 

que revisaron al Cachorro antes de su fallecimiento. 

Tras la emisión de la Resolución CPC 1, el 18 de julio de 2012, la Sra. Orellana hizo 

llegar a la CPC un escrito reiterando los fundamentos alegados en su denuncia y 

solicitó a la CPC la programación de un informe oral para explicar con mayor 

detenimiento los motivos por los que el Denunciado debía ser sancionado. 

III.2.1.2. Descargos del Denunciado 

Con fecha 19 de julio de 2012, el Sr. Vargas presentó ante la CPC sus descargos 

solicitando se considere que la denuncia es infundada en virtud de los siguientes 

fundamentos de hecho: 

• En ningún momento alguien le impuso a la Denunciante a adquirir al 

Cachorro; sino que más bien la propia Denunciante eligió al Cachorro y 

verificó el estado de este previo al momento de su entrega. 

 

• Al momento de la compra, la Sra. Orellana recibió el Certificado de garantía 

en el que se establecieron sus derechos y los términos y condiciones para 

que este sea aplicable. Siendo ello, el Certificado de garantía establecía que 

en “caso que el dueño llevará al cachorro a atenderlo a otro lugar, el cachorro 

perderá todas las garantías antes mencionadas”; así como, tampoco admitía 

la eutanasia, diferenciándose de la muerte natural del Cachorro.  
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Por consiguiente, cuando la Denunciante manifestó en su denuncia haber 

llevado al Cachorro a 3 clínicas veterinarias distintas al Local Comercial y 

aplicado un tratamiento eutanásico, la garantía resulta inexigible. 

 

• No es cierto que la Denunciante se haya apersonado al Local Comercial el 

27 de noviembre de 2011, sino que se acercó al establecimiento el 29 de 

noviembre de 2011 exigiendo vales de compra por el monto del Cachorro 

cuando este aún se encontraba con vida. Ante ello, la Sra. Mónica le indico 

que, si el Cachorro se encontraba en mal estado de salud, esperará unos 

minutos al médico veterinario asociado al Local Comercial para que lo 

revisará; no obstante, la Sra. Orellana no quiso esperar y se retiró afirmando 

que el cachorro se iba a morir. 

 

• La Denunciante sacrificó al Cachorro sin permitirle recibir un tratamiento 

veterinario, y no presentó prueba alguna que acreditará que el Cachorro que 

recibió la eutanasia fuera el mismo que adquirió en el Local Comercial. 

 

• El encargado de INDECOPI asignado para verificar la presencia del Libro de 

reclamaciones se acercó a un domicilio distinto al del Local Comercial. Por 

ello, se efectuó una nueva visita el 01 de marzo de 2012, donde se pudo 

corroborar la presencia del Libro de reclamaciones en el Local Comercial. 

III.2.1.3. Resolución de ampliación de cargos 

Con fecha 13 de setiembre de 2012, la CPC emitió la Resolución CPC N° 03 (en 

adelante, “Resolución CPC 3”) mediante la cual resolvió ampliar la imputación de 

cargos al Denunciado, estableciendo como nuevo hecho imputado en el 

procedimiento el siguiente:  

“El Denunciado no habría cumplido con entregar a la Denunciante el 

comprobante de pago por la adquisición del cachorro de raza Yorkshire, lo cual 

constituye una presunta infracción de los artículos 18° y 19° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor” 
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III.2.1.4. Absolución a la ampliación de cargos 

Con fecha 28 de setiembre de 2012, el Sr. Vargas presentó sus descargos alegando 

que, si cumplió con entregar el comprobante de pago por la adquisición del Cachorro 

a la Sra. Orellana, adjuntando como medio de prueba copia legalizada del 

comprobante. 

III.2.1.5. Tengáse presente de la denunciante 

Con fecha 09 de octubre de 2012, la Denunciante presentó un escrito con sumilla 

“Téngase presente” manifestando que: 

• El Sr. Vargas no ha logrado acreditar que el Cachorro se hallaba en buenas 

condiciones de salud cuando fue entregado a la Sra. Orellana.  

 

• El Denunciado no ha presentado descargos sobre la supuesta comisión del 

hecho infractor relacionado a la ausencia de libro de reclamaciones en el 

Local Comercial entre el 27 de noviembre de 2011 y el 01 de marzo de 2012.  

 

• El Sr. Vargas no ha presentado medio probatorio que demuestre la entrega 

del comprobante de pago a la Denunciante. Asimismo, el Certificado de 

garantía no se encuentra suscrito por la Sra. Orellana, por lo que no puede 

alegarse que la entrega de este reemplace al comprobante de pago.  

III.2.1.6. Primera Resolución Final 

El 12 de diciembre de 2012, la CPC expidió la Primera Resolución Final a través de 

la cual resolvió desestimar los cargos relacionados al estado de salud del Cachorro 

al momento de su venta y la entrega del comprobante de pago correspondiente. En 

ese sentido, únicamente resolvió declarar fundada la denuncia en el extremo 

referido a la ausencia de un libro de reclamaciones en el Local Comercial.  

Los argumentos para desestimar las denuncias antes mencionadas fueron que: (i) 

no se acreditó que el Denunciado haya vendido al Cachorro en un estado de salud 
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no adecuado; y, (ii) no se acreditó que el Sr. Vargas no haya cumplido con entregar 

a la Denunciante el comprobante de pago correspondiente.  

Sin perjuicio de lo antes mencionado, mediante la Primera Resolución Final, la CPC 

resolvió en su apartado CUARTO sancionar al Denunciado con una amonestación. 

No obstante, en la sumilla de la Primera Resolución Final se indicó que la sanción 

impuesta es ascendente a 1 UIT. En esa misma línea corresponde mencionar que 

en el numeral 52 de los considerandos en la ya citada resolución se señaló 

textualmente: 

 

III.2.1.7. Recurso de apelación de la Sra. Orellana 

Con fecha 28 de diciembre de 2012, la Sra. Orellana presentó un recurso de 

apelación contra los extremos declarados infundados en la Primera Resolución 

Final, alegando lo siguiente: 

• El Denunciado no ha logrado demostrar que el Cachorro haya estado en 

condiciones normales de salud al momento de ser entregado.  

 

• El Denunciado no ha proporcionado ningún medio probatorio que certifique 

la entrega del comprobante de pago correspondiente al momento de vender 

el Cachorro. De este modo, la Sra. Orellana alega que se habrían vulnerado 

sus expectativas como usuaria en la medida que todo consumidor razonable 

requiere.  

 

• El Certificado de garantía no se encuentra firmado por la Sra. Orellana y su 

finalidad de este medio de prueba fue demostrar que el Denunciado limita el 

derecho de los consumidores a acceder a un comprobante de pago mediante 

la entrega del referido documento. 
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• La Primera Resolución Final incurre en diversos errores que contravienen el 

principio de debido procedimiento y congruencia procesal ante la solicitud de 

informe oral solicitada por la Denunciante. Muestra de estos errores se 

pueden evidenciar en el numeral 52 de la Primera Resolución Final, donde 

se determina que “corresponde sancionar al Banco con una multa de 1 UIT”, 

y en el CUARTO resolutivo donde se menciona que la sanción al Sr. Vargas 

será una amonestación.  

III.2.1.8. Descargos presentados contra la apelación 

El 11 de abril de 2013, el Sr. Vargas presentó sus alegatos contra la apelación de 

la Sra. Orellana bajo los siguientes argumentos: 

• La Denunciante reconoce que se le entregó un Certificado de garantía, pero 

busca desconocer las condiciones establecidas en el mismo para la 

aplicación de la garantía. Incluso busca limitar el ámbito de actuación del 

medio de prueba a lo que esta busca acreditar, no aceptando interpretación 

diferente. 

 

• La Denunciante no ha logrado presentar ningún medio de prueba para 

acreditar que el cachorro que recibió el diagnóstico y posteriormente recibió 

la eutanasia es aquel que adquirió en el Local Comercial el 27 de noviembre 

de 2011. 

 

• Se ha verificado por personal de INDECOPI que se ha subsanado el defecto 

relacionado con el libro de reclamaciones y, en virtud de la aplicación de los 

principios del procedimiento administrativo sancionador y al principio de 

razonabilidad, corresponde confirmar la sanción de amonestación  

 

• La Denunciante pretende enervar los efectos de la Primera Resolución Final 

por errores de tipeo en la misma. Por ende, solicita confirmar la sanción de 

multa establecida en el CUARTO resolutivo; toda vez que los argumentos 

planteados en el análisis son congruentes, razonados y sustentados 
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legalmente y conforme a los principios del procedimiento administrativo 

sancionador. 

 

• El derecho de defensa de la Sra. Orellana no se ha visto afectado en tanto, 

anteriormente, ha tenido opción para hacer valer su derecho oportunamente.  

 

• Presenta un allanamiento a la sanción de amonestación impuesta por la Sala 

respecto a la ausencia del Libro de reclamaciones en el Local Comercial. 

III.2.1.9. Solicitud de nulidad de la Primera Resolución Final 

Con fecha 22 de octubre de 2013, la Denunciante solicitó la nulidad de la Primera 

Resolución Final debido a que la CPC no le corrió traslado del escrito de fecha 28 

de setiembre de 2012 presentado por el Sr. Vargas; lo cual generó una vulneración 

a su derecho al debido procedimiento y al principio de legalidad.  Asimismo, la CPC 

tampoco hizo referencia a sus solicitudes sobre: (i) la realización de “visita 

inspectiva” para acreditar la presencia de un médico veterinario en el Local 

Comercial; y, (ii) la programación de una audiencia oral previa emisión de la 

resolución final. 

De igual manera presentó algunos aspectos a considerar, respecto a cada uno de 

los hechos imputados al Denunciado en el procedimiento: 

• El Denunciado se encuentra en mejores condiciones que la Denunciante 

para acreditar que esta última no se apersonó el día 27 de noviembre de 

2011 a solicitar la atención del Cachorro adquirido con horas de anticipación.  

 

• Debido a que la Primera Resolución Final no se encuentra debidamente 

motivada, solicita la nulidad de esta por contravenir el principio de legalidad. 

Siendo que, posteriormente, deberá emitir un pronunciamiento claro y 

congruente con el principio de predictibilidad. 
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• Los considerandos 28 y 29 y los resolutivos de la Primera Resolución Final 

resultan incongruentes; toda vez que la CPC sostiene que no existe certeza 

en la entrega de las boletas, pero resuelve declarar infundada la denuncia en 

dicho aspecto. 

III.2.1.10. Primera Resolución de la Sala 

El 2 de abril de 2014 se emitió la Primera Resolución de la Sala, mediante la cual la 

Sala resolvió declarar la nulidad parcial de la Primera Resolución Final en los 

extremos apelados, debiendo la CPC emitir un nuevo pronunciamiento sobre los 

siguientes extremos: (i) haber vendido a la Denunciante un cachorro de raza 

Yorkshire que no se encontraba en adecuado estado de salud; y, (ii) no haber 

entregado a la denunciante el comprobante de pago por la compra del cachorro.  

La decisión antes descrita se sustentó en el hecho de que la CPC omitió 

pronunciarse sobre la solicitud de informe oral de la Sra. Orellana y no motivo su 

decisión de denegar el mismo. Ello ocasionó que la CPC incurriera en una causal 

de nulidad parcial al incumplir los requisitos de los artículos 3, 3.2 y 5.4 del TUO de 

la LPAG 

III.2.1.11. Segunda Resolución Final 

Con fecha 08 de julio de 2014, la CPC emitió la Segunda Resolución Final mediante 

la cual resolvió lo siguiente: 

1. Denegar la solicitud de la Denunciante respecto a efectuar una diligencia de 

inspección en el Local Comercial en tanto no resulta pertinente.  

 

2. Enmendar los errores materiales contenidos en el numeral 52 y el Cuarto 

resolutivo de la Primera Resolución Final, indicando que la sanción atribuible 

al Sr. Vargas es de 1 UIT.  

 

3. Declarar infundada la denuncia en los extremos relacionados al estado de 

salud del Cachorro en el momento de su venta y la entrega del comprobante 
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de pago correspondiente. Ello en tanto no se evidenció responsabilidad 

administrativa y no ha quedado acreditado que el Sr. Vargas no haya 

cumplido con entregar el comprobante de pago, respectivamente. 

 

4. Denegar las medidas correctivas 

III.2.1.12. Recursos de apelación contra la Segunda Resolución Final 

III.2.1.12.1. Apelación de la Sra. Orellana 

Con fecha 23 de julio de 2014, la Denunciante formuló un recurso de apelación 

contra de la Segunda Resolución Final respecto a los extremos declarados 

infundados en la denuncia interpuesta y la denegatoria de las medidas correctivas, 

manifestando los siguientes argumentos: 

• El Denunciado no ha logrado demostrar que el Cachorro haya estado en 

condiciones normales de salud al momento de ser entregado. 

 

• El Sr. Vargas no ha logrado presentar ningún medio probatorio que 

demuestre que, al momento de vender al Cachorro, proporcionó el 

correspondiente comprobante de pago.  

 

• El Certificado de garantía no se encuentra firmado por la Sra. Orellana. 

 

• Ante la ausencia de una garantía explicita debió aplicarse una garantía 

implícita, donde el bien o servicio adquirido debe ser idóneo para los fines y 

usos previsibles en el mercado. 

 

• El Sr. Vargas no ha negado que la Sra. Orellana acudió al Local Comercial 

con la intención de reclamar el estado de salud del canino el día 27 de 

noviembre de 2011. 
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• El Sr. Vargas es quien se encuentra en mejores condiciones para acreditar 

que se ofreció a brindar atención médica al Cachorro y este no fue aceptado 

por la Denunciante.  

 

• No existe congruencia en lo resuelto sobre la infracción relacionada a la 

entrega del comprobante de pago; toda vez que la CPC consideró que el 

Certificado de garantía era equivalente a un comprobante de pago para 

desestimar la imputación.   

 

• En el informe oral se cuestionó el objeto de prueba que representaban las 

boletas de venta legalizadas ofrecidas por el Sr. Vargas para acreditar su 

entrega. No obstante, en el considerando 56 de la Segunda Resolución Final 

se indicó que dicho medio de prueba no presentó cuestionamiento alguno. 

III.2.1.12.2. Apelación del Sr. Vargas 

De igual modo, el 24 de julio de 2014, el Denunciado apeló la Segunda Resolución 

Final en el extremo que dispuso imponerle una sanción de una (1) UIT por no contar 

con el Libro de Reclamaciones, bajo los siguientes fundamentos: 

• En la Segunda Resolución Final deben considerarse los principios de la 

potestad sancionadora de congruencia, razonabilidad y gradualidad de 

sanciones.  

 

• La multa impuesta no resulta de real cumplimiento para el Denunciado 

teniendo en cuenta que sus ventas no superan los S/2,000.00 mensuales; lo 

cual genera un perjuicio grave que hasta podría significar el inicio de su 

quiebra. 

 

• No existe mayor perjuicio legalmente por cuanto se ha brindado una atención 

conforme al Certificado de garantía otorgado. 
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• En tanto se ha subsanado el defecto relacionado con el Libro de 

reclamaciones, en virtud de los principios del derecho administrativo 

sancionador, solicita se reforme la apelada y se imponga una sanción de 

amonestación 

 

• No se han tenido en cuenta los criterios de graduación de la sanción 

dispuestos en el artículo 112 del Código del consumidor 

III.2.1.13. Segunda Resolución de la Sala 

Con fecha 17 de febrero de 2015, se emitió la Segunda Resolución de la Sala 

mediante la cual resolvió declarar fundadas las denuncias por vulneración a los 

artículos 18 y 19 del Código del consumidor en relación con: (i) el estado de salud 

del Cachorro al momento de su adquisición y (ii) la no entrega del comprobante de 

pago; imponiendo una sanción de una UIT por cada una de las infracciones. 

Asimismo, ordenó al Denunciado a: (i) devolver el monto pagado al momento de la 

adquisición del Cachorro más los intereses legales correspondiente, (ii) devolver los 

gastos de atención médica del Cachorro, (iii) entregar el comprobante de pago por 

la venta del Cachorro y (iv) cumplir con pagar los costos y costas del procedimiento. 

La motivación de la Sala en los extremos antes mencionados fue la siguiente: 

• Declaró improcedente el recurso de apelación del Sr. Vargas, debido a que 

la infracción y la sanción impuesta fueron materia de la Primera Resolución 

Final, la cual no fue apelada oportunamente. Asimismo, la Segunda 

Resolución Final únicamente enmienda un error material de la Primera 

Resolución Final; por consiguiente, el Sr. Vargas no puede formular 

apelación contra la sanción impuesta por esta última. 

 

• La materia del procedimiento se encuentra relacionado con el hecho 

denunciado; es decir, se debe conocer si el Cachorro estaba en óptimas 

condiciones de salud o no para determinar si se incurrió en la infracción, al 

margen de las acciones que se hayan adoptado al respecto. 
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• La Sra. Orellana ha presentado como medios de prueba recetas de 

veterinarios y comprobantes de pago que acreditan que el Cachorro recibió 

atención médica y medicinas el mismo día que fue adquirido; lo cual 

evidencia que el Cachorro no estaba en buenas condiciones de salud. Del 

mismo modo, el Sr. Vargas no ha alegado ni ha podido acreditar que dicha 

situación se debió a causas que no le resulten imputables.  

 

• En el presente caso, y acorde al deber de idoneidad, la Sra. Orellana 

esperaba obtener un documento que cumpla con la normativa tributaria, a 

pesar de que puedan existir otros documentos para validar la existencia de 

una relación de consumo. Siendo así, la Sala determina que, en tanto el 

comprobante de pago es una garantía de naturaleza legal en la contratación 

de bienes y servicios, este deberá ser el documento regular y que por 

exigencia legal debe ser entregado a los consumidores. 

 

• El Denunciado presentó como medios de prueba copias legalizadas de los 

comprobantes emitidos a favor de la Denunciante; sin embargo, ellos 

acreditan su emisión mas no que estos hayan sido entregados.  

La Segunda Resolución de la Sala, presentó un voto en discordia en el extremo que 

resolvió declarar fundada la imputación contra el Denunciado por no haber 

proporcionado un comprobante de pago a la Sra. Orellana; en tanto se estima que 

la provisión de un documento diferente al “comprobante de pago” no constituye en 

sí una conducta susceptible de considerarse una transgresión al deber de 

idoneidad. Si bien el comprobante de pago es el documento por excelencia para 

validar la existencia de una relación de consumo, existen otros documentos que 

contienen los elementos necesarios que sirven para tal fin. 

III.2.1.14. Queja administrativa 

Con fecha 12 de mayo de 2015, el Sr. Vargas presentó una queja contra la Segunda 

Resolución de la Sala, solicitando su anulación bajo los siguientes argumentos: 
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• Si bien las normas indican que el recurso de queja se presentará antes de la 

emisión de la resolución final, estas no prohíben la interposición de una queja 

contra la resolución final. 

 

• Se ha vulnerado el contenido esencial de los derechos fundamentales de 

debido proceso y “tutela procesal efectiva” del Denunciado; en tanto se le 

privó arbitrariamente de su derecho a la defensa al no fundamentar 

congruente, razonable y legalmente los motivos de la improcedencia de su 

apelación en la Segunda Resolución de la Sala. 

 

• Cuando la Comisión enmienda el “error material” de la Primera Resolución 

final referido a la imposición de una multa mediante la Segunda Resolución 

Final, se vulnera el “derecho a la legalidad”. Este hecho debió ser advertido 

por la Sala y declarar nula la Primera Resolución Final en su momento, en 

lugar de, posteriormente, declarar que la aclaración tiene eficacia adelantada 

y sin opción a reclamo. 

 

• La Sala ha desnaturalizado la interpretación de “error material” debido a que, 

según el artículo 201 de la Ley N° 27444, los errores materiales no deben 

modificar el contenido esencial de la resolución ni el propósito de la decisión. 

 

• La Sala pretende otorgar carácter de cuestionamiento a una alegación 

efectuada en el informe oral (el hecho que se haya acreditado la emisión de 

la boleta no acredita que esta haya sido entregada), la cual conforme al 

derecho a la defensa tuvo que absolverse el traslado correspondiente dentro 

del debido proceso; ello generó una vulneración al principio de igualdad de 

partes, congruencia y motivación de las resoluciones. 

 

• La Sala ha transgredido el “derecho a la fundamentación de las 

resoluciones”; ello en cuanto sus considerandos carecen de sustento y 

contenido jurídico. 
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A causa de ello, el 21 de mayo de 2015, la Sala expidió la Resolución 0290-

2015/SDC-INDECOPI a través de la cual declaró improcedente la queja del 

Denunciado en tanto el recurso presentado resultaba un cuestionamiento contra el 

fondo de la decisión adoptada en la Segunda Resolución de la Sala; lo cual no es 

pasible de ser analizado mediante una queja. 

III.2.2. Sede judicial 

III.2.2.1. Demanda 

Con fecha 26 de mayo de 2015, el Denunciante presentó una acción contencioso - 

administrativa pretendiendo que se declare la nulidad de la Segunda Resolución 

Final y la Segunda Resolución de la Sala. La referida demanda se fundamentó 

debido a lo señalado a continuación: 

• Al declarar consentida con efecto anticipado una resolución que se vio afecta 

de rectificación en la parte decisoria, la Sala ha desconocido flagrante y 

dolosamente la vigencia y eficacia de su derecho a la defensa. 

 

• La Sala ha actuado en contra del derecho a la defensa del Sr. Vargas en 

razón de que ha desnaturalizado la interpretación del concepto de error 

material, al pretender convalidar la integración de una variación total de lo 

resuelto en la Primera Resolución Final de manera arbitraria. 

 

• La Sala ha otorgado validez y calidad de tacha a un cuestionamiento formal 

a una alegación efectuada en un informe oral. Ello vulnera los principios de 

legalidad e igualdad de las partes por no haber comprobado la provisión del 

comprobante de pago a la Sra. Orellana. 

 

• La Sala quebrantó el derecho a la fundamentación de las resoluciones por 

cuanto sus frases no tienen sustento jurídico para determinar la 

improcedencia de la apelación.  
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• La Sala ha realizado una valoración de pruebas parcializada y carente de 

fundamento, basándose únicamente en los medios probatorios presentados 

por la Denunciante.  

 

• Prueba de lo anterior se encuentra en el análisis del Certificado de garantía 

y el Protocolo de necropsia, que dejo de lado lo dispuesto en el artículo 169 

del Código Procesal Civil respecto a la carga de la prueba. Asimismo, dejó 

de lado la carta notarial presentada por el Sr. Vargas donde se manifestaba 

que la Sra. Orellana no cumplió con las condiciones de la garantía y la 

propuesta de descuento para adquirir una nueva mascota. 

 

III.2.2.2. Constestación de la demanda – INDECOPI 

Con fecha 16 de julio de 2015, el INDECOPI presentó su respuesta a la demanda 

interpuesta por el Sr. Vargas indicando lo siguiente: 

• Los actos administrativos cuestionados no han incurrido en vicios de nulidad, 

en la medida que se encuentran sustentados en las infracciones y normas de 

protección al consumidor; las cuales han sido claramente acreditas y no han 

sido desvirtuadas por el Sr. Vargas. 

 

• La responsabilidad administrativa que se establece en materia de protección 

al consumidor se halla en la teoría de las cargas probatorias dinámicas; es 

decir, la carga probatoria se redirige hacia quien posee las mayores 

posibilidades de producirla. 

 

• De los hechos planteados y los medios de prueba ofrecidos en la denuncia 

se puede determinar que el Denunciado habría incurrido en los hechos 

imputados y no aportó ninguna prueba que acreditará que ello se debió a 

causas que no le fueran imputables; por lo que, el Sr. Vargas actuó en contra 

del deber de idoneidad y la denuncia fue declarada en su momento. 
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• Aunque la no emisión y no entrega de comprobantes de pago puede 

representar una infracción a las normas tributarias, ello no implica que la 

referida conducta también pueda afectar legitimas expectativas de un 

consumidor y, a su vez, puede constituir una infracción en la normativa 

protección al consumidor.  

III.2.2.3. Saneamiento del proceso 

Mediante Resolución N° 4, el 23° Juzgado Contencioso Administrativo informó un 

problema en la notificación de la demanda a la Sra. Orellana y solicitó al Sr. Vargas 

remitir la dirección correcta.  

El Sr. Vargas remitió la dirección corregida y el 23° Juzgado ordenó su nueva 

notificación; la cual fue realizada mediante la cédula de notificación N° 219718-

2015-JR-CA dejando constancia de la notificación de la demanda bajo puerta el 20 

de octubre de 2015. 

Posteriormente, mediante la Resolución N° 6, el 23° Juzgado resolvió declarar 

rebelde a la Sra. Orellana y remitir los autos al Ministerio Público para el dictamen 

de ley. 

III.2.2.4. Contestaciones a la demanda de fecha posterior a la declaración 
de rebeldia de la Sra. Orellana 

III.2.2.4.1. Sra. Orellana 

Mediante escrito de fecha 06 de enero de 2016, la Sra. Orellana se apersonó al 

proceso indicando que tomo conocimiento de este de forma extemporánea debido a 

que ella no reside en el domicilio que indicó el Sr. Vargas en su demanda y procedió 

a contestar la misma bajo los fundamentos detallados a continuación: 

• El Sr. Vargas presentó un recurso de apelación cuestionando la multa de 1 

UIT impuesta por la infracción consistente en no contar con Libro de 

Reclamaciones de forma no oportuna, toda vez que lo presentó cuando dicho 

extremo ya había quedado consentido. 
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• La sanción materia de cuestionamiento fue impuesta mediante la Primera 

Resolución Final, por lo que el Sr. Vargas no puede interponer una apelación 

contra la Segunda Resolución Final debido a que esta última solo enmienda 

un error material de la anterior. 

 

• Asimismo, reiteró sus argumentos presentados en la sede administrativa 

respecto al estado de salud en que fue entregado el Cachorro y la falta de 

entrega del comprobante de pago. 

Con fecha 29 de marzo de 2016, el 23° Juzgado emitió la Resolución N° 07 

resolviendo que la notificación realizada a la Sra. Orellana fue correcta de acuerdo 

con su domicilio indicado en su DNI. Por lo tanto, se considera que la contestación 

de la demanda de la Sra. Orellana fue presentada extemporáneamente y se 

mantendrá su situación de rebelde declarada en la resolución anterior; sin embargo, 

a partir de la fecha de expedición de la Resolución N° 07 se le considerará por 

apersonada al proceso. 

III.2.2.4.2. Ministerio Público 

A través del escrito de fecha 07 de junio de 2016, el Ministerio Público se apersona 

al proceso y opina que se debe declarar fundada en parte la demanda interpuesta 

por el accionante, en el extremo que debe declararse nula la Segunda Resolución 

de la Sala. 

Dicha opinión se sustentó en el hecho de que el Sr. Vargas no tuvo conocimiento 

concretamente de la sanción impuesta mediante la Primera Resolución Final y, por 

ende, existe una vulneración al derecho a la defensa que acarrea la nulidad del 

procedimiento administrativo. 

III.2.2.5. Sentencia 

Conforme a la sentencia emitida en fecha 22 de junio de 2017, el 23° Juzgado 

resolvió declarar infundada la demanda debido a los siguientes fundamentos: 
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• El artículo 28 del ROF del INDECOPI establece que la CPC se encuentra 

facultada de oficio o a solicitud de parte para enmendar sus resoluciones si 

estas contienen errores manifiestos de escritura, cálculo o inexactitudes 

evidentes; por lo tanto, no se puede invocar la existencia de una transgresión 

al principio de legalidad. 

 

• La sección considerativa de la Primera Resolución Final manifiesta la 

voluntad de la CPC del INDECOPI a imponer una multa ascendente a 1 UIT 

al Sr. Vargas. En ese sentido corresponde rectificar la incongruencia 

presente entre lo indicado en la sección considerativa y el apartado 

resolutivo. 

 

• La corrección del apartado resolutivo no implicó la realización de un nuevo 

análisis jurídico que genere una modificación de lo sustancial; por lo que, no 

se ha afectado la validez y eficacia del acto administrativo. 

 
• No se ha generado una vulneración al derecho a la defensa del Sr. Vargas, 

en tanto la apelación presentada contra la Segunda Resolución Final solo 

alega que corresponde aplicar una amonestación en lugar de una multa en 

virtud de los principios de la potestad sancionadora: congruencia, 

responsabilidad y gradualidad. No obstante, no cuestiona que la corrección 

dispuesta en la resolución ya citada no corresponda a un error material. Por 

consiguiente, la infracción y sanción han quedado consentidas con efecto 

retroactivo. 

 
• El artículo 9 del TUO de la LPAG dictamina que el acto administrativo se toma 

por válido hasta que su nulidad sea declarada como tal. Asimismo, en lo 

supuestos de rectificación o enmienda material, el efecto retroactivo se da en 

la fecha de emisión de la resolución rectificada; ello en tanto la rectificación 

no implica modificación del contenido sustancial ni el sentido de la decisión. 
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• La Sala no infringió el deber de debida motivación en la emisión de la 

Segunda Resolución de la Sala, en tanto se observa la fundamentación de la 

improcedencia del recurso de apelación del Sr. Vargas en los fundamentos 

del 11 al 27 de la resolución citada anteriormente.  

 

• El Sr. Vargas no ha acreditado la provisión de la boleta de pago. Toda vez 

que el medio de prueba ofrecido por este sólo acreditó la emisión de la boleta 

de pago, mas no que fuera entregada a la Sra. Orellana. 

 

• La Sala no ha realizado una valoración de pruebas parcializada ni carentes 

de fundamento. Asimismo, tampoco ha omitido pronunciarse sobre alguna 

prueba ofrecida por las partes en el desarrollo del procedimiento.  

IV. Identificación de problemas jurídicos 

Tras la identificación de los hechos, corresponde delimitar los problemas jurídicos 
que serán materia de examen en el presente informe: 

1. El primero de ellos se encuentra relacionado a la presunta transgresión al 
deber de idoneidad por parte del Sr. Vargas. Para lo cual, resultará necesario 
tener en cuenta aquello que la CPC dispuso como hechos susceptibles de 
revisión: (i) el estado de salud del Cachorro cuando este fue entregado a la 
Sra. Orellana y, (ii) la provisión del comprobante de pago al momento de la 
adquisición del Cachorro.  
 

2. En segundo lugar, corresponde referirse al pronunciamiento de nulidad 
parcial de la Primera Resolución Final. Siendo así, el analísis de este 
apartado debe centrarse en dos principales interrogantes: (i) ¿los errores en 
los que incurrió la CPC eran errores que podían enmendarse manteniendo la 
preservación de la Primera Resolución Final?; y, (ii) ¿la omisión de 
pronunciamiento respecto a la solicitud de informe oral de la Sra. Orellana  
acarreaba la nulidad de la Primera Resolución Final? 
 

3. Por último, concierne hacer referencia a la demanda contenciosa 
administrativa presentada por el Sr. Vargas desde las siguiente perspectiva 
(i) ¿se vulneró el derecho a la defensa del Sr. Vargas en el procedimiento 
sancionador? (ii) ¿la Segunda Resolución Final y la Segunda Resolución de 
la Sala presentaron una motivación aparente? 
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En sintesís, el esquema propuesto para el estudio de los problemas jurídicos 
descritos anteriormente será el siguiente: 

N° Cuestionamiento planteado 

Problema jurídico 1 

 
1. ¿El Denunciado incurrió en una vulneración al 

deber de idoneidad? 
 

1.1. Respecto al estado de salud en qué fue entregado 
el Cachorro. 
 

1.2. Respecto a la entrega del Comprobante de pago. 
 

Problema jurídico 2 

 
2. ¿Correspondía declarar la nulidad de la Primera 

Resolución Final? 
 

2.1. Respecto a los errores en los que incurrió la CPC 
 

2.2. Respecto a la omisión de pronunciamiento sobre 
la solicitud de informe oral 

 

Problema jurídico 3 

 
3. ¿Correspondía declarar fundada la demanda 

contenciosa administrativa presentada por el Sr. 
Vargas? 

 
3.1. Respecto a la vulneración al derecho a la defensa 

del Denunciante 
 

3.2. Respecto a una motivación aparente en los 
pronunciamientos 
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V. Análisis de problemas jurídicos 

V.1. ¿El Denunciado incurrió en una vulneración al deber de 
idoneidad?  

Ante todo, resulta menester delimitar los parámetros al deber de idoneidad, regulado 

en los artículos 18 y 19 del Código del Consumidor, como la correspondencia entre 

lo que se espera y aquello que es efectivamente recibido por el consumidor en 

funcion de diferentes factores relacionados con las circunstancia del bien o servicio. 

Al respecto, Alfredo Bullard (2003) ha señalado que “por idoneidad se entiende (…) 

la adecuación entre lo que un consumidor razonable esperaría recibir y lo que recibe 

en realidad en la transacción de consumo, dadas las circunstancias (…)”(p. 433).En 

esa misma línea, el mencionado autor también refiere que en los casos de 

procedimientos sancionadores que abarcan está problemática, el INDECOPI 

sancionará a los proveedores que no cumplieron con ofrecer bienes o servicios 

idóneos en el margen de lo que el consumidor razonable hubiera esperado recibir. 

(Bullard, 2003) 

En complemento de lo anterior, mediante la Resolución N° 0007-2015/SPC-

INDECOPI, la Sala ha indicado en su apartado considerativo lo siguiente sobre el 

deber de idoneidad: 

“18. El artículo 18° del Código define a la idoneidad de los productos y 

servicios como la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo 

que efectivamente recibe, en función de su naturaleza, de las condiciones 

acordadas y de la normatividad que rige su prestación. Asimismo, el artículo 

19º del Código establece la responsabilidad de los proveedores por la 

idoneidad y calidad de los productos y servicios que ofrecen en el mercado.  

19. Dicho supuesto de responsabilidad administrativa en la actuación del 

proveedor impone a este la carga procesal de sustentar y acreditar que no 

es responsable por la falta de idoneidad del bien o servicio colocado en el 

mercado, sea porque actuó cumpliendo con las normas debidas o porque 

pudo acreditar la existencia de hechos ajenos que lo eximen de 
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responsabilidad. No obstante, previamente el consumidor debe acreditar el 

defecto del producto o servicio”  

Por consiguiente, lo anterior permite determinar que el deber de idoneidad no se 

limita a un solo hecho, sino que abarca diversas posibilidades dependiendo de las 

circunstancias, normativa de la prestación y las condiciones acordadas en la propia 

relación de consumo.  

En ese sentido, y tomando en consideración las particularidades que se pudiesen 

presentarse en cada caso, se puede afirmar que si se presenta algún aspecto que 

no corresponda entre lo esperado y lo recibido por el consumidor, este último podrá 

entender que el bien o servicio entregado no fue adecuado y por tanto sería 

susceptible de cuestionar al proveedor el cumplimiento del deber de idoneidad. 

Empero, para ello el consumidor deberá acreditar el desperfecto que presenta el 

producto o servicio y, en respuesta a ello, el proveedor sólo podrá indicar que actuó 

en cumplimiento de lo debido o que dicho desperfecto ocurrió fuera de su esfera de 

control para generar la ruptura de la responsabilidad administrativa. 

Ahora bien, habiendo aclarado el alcance del deber de idoneidad y su aplicación 

dentro del ámbito de los procedimientos sancionadores en materia de protección 

del consumidor, resulta menester pronunciarse sobre las dos imputaciones 

impuestas contra el Sr. Vargas.  

V.1.1. Respecto al estado de salud en qué fue entregado el Cachorro 

De los hechos descritos en anteriormente, se observa que la Sra. Orellana indicó 

que el Cachorro presentó dificultad para respirar, alimentarse y movilizarse como 

un cachorro en condiciones normales a las pocas horas de su adquisición. Ante ello, 

la Denunciante se apersonó al Local comercial para que pudieran atender al 

Cachorro; sin embargo, la Denunciante únicamente obtuvo una atención 

pauperrima, al extremo de recibir un diagnóstico veterinario por una persona que no 

contaba con los estudios ni la especialidad profesional para evaluar de manera 

certera al Cachorro. 
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La Sra. Orellana manifestó que, con la finalidad de poder obtener un diagnóstico 

certero y un tratamiento para mejorar el estado de salud del Cachorro, llevó al 

Cachorro a tres (3) veterinarias distintas entre el 27 de noviembre y el 29 de 

noviembre del 2023, siendo diagnosticado con un cuadro de infección respiratoria 

con escasas probabilidades de recuperarse. Consecuencia de aquel diagnóstico, la 

Denunciante autorizó aplicar la eutanasia al Cachorro para posteriormente requerir 

una necropsia del mismo; cuyo resultado determinó la presencia de una neumonía 

hemorrágica difusa aguda.  

En ese sentido, al momento de interponer la denuncia ante el INDECOPI, la Sra. 

Orellana adjuntó a su denuncia los comprobantes de pago de atenciones 

veterinarias, recibos por la compra de las medicinas del tratamiento, diagnósticos y 

tratamientos de las veterinarias, y el resultado de la necropsia efectuada al Cachorro 

para acreditar que el Cachorro no se encontraba en un buen estado de salud cuando 

fue entregado por el Denunciado. De ahí que, en esta ocasión, correspondía que el 

Sr. Vargas indique y acredite que el Cachorro se encontraba en un acorde estado 

de salud al momento de su entrega o que su estado de salud ocurrió fuera de su 

esfera de control para generar la ruptura de la responsabilidad administrativa. 

En vista de ello, el Sr. Vargas contestó la denuncia indicando respecto al estado de 

salud del Cachorro lo siguiente: 

• La Denunciante eligió al Cachorro y verificó el estado de este previo al 

momento de su entrega. 

 

• La Sra. Orellana era consciente de los términos y condiciones del Certificado 

de garantía y, a pesar de ello, optó por incumplir lo fijado en esta al llevar al 

Cachorro a clínicas veterinarias distintas al Local Comercial y aplicar un 

tratamiento eutanásico. 

 

• La Denunciante sacrificó al Cachorro sin permitir que le hicieran un 

tratamiento en el Local Comercial, ni dejo constancia o medio que acreditará 



33 
 

que el Cachorro que recibió la eutanasia fuera el mismo que adquirió en el 

Local Comercial. 

Ahora bien, de lo indicado por el Denunciado en sus descargos, no se puede 

apreciar de manera fehaciente que este logre acreditar lo alegado ni que actuó 

conforme al cumplimiento de lo debidamente idóneo o que las complicaciones 

presentadas en el estado de salud de Cachorro ocurrieron fuera de su esfera de 

control. Asimismo, lo alegado por este no presenta un medio prueba dentro del 

procedimiento que permita acreditar lo enunciado; sino que principalmente se limita 

a plantear supuestos de hecho y cuestionar que la documentación presentada por 

la Sra. Orellana no corresponde al cachorro adquirido en el Local Comercial. 

Respecto a este último punto, es imperativo indicar que el Sr. Vargas busca 

desconocer la relación entre las características del Cachorro mencionadas en el 

Certificado de garantía y la descripción de las características detalladas en los 

documentos ofrecidos por la Denunciante referente a la edad y raza del Cachorro. 

En suma, debido a dicha incongruencia, el argumento en cuestión resulta carente 

de pertinencia. 

Sin perjuicio de lo anterior, deviene interesante aquello que el Sr. Vargas planteó 

como principal argumento de defensa: la Denunciante habría actuado en contra de 

las condiciones establecidas en el Certificado de garantía, por lo que la garantía 

brindada resulta inexigible al haber incumplido lo fijado en este. 

Al respecto, el Código del Consumidor establece en su artículo 20 que las garantías 

funcionan como elemento para valorar si el producto o servicio brindado por el 

proveedor resulta idóneo.  Estas pueden clasificarse en tres (3) categorias: legal, 

explícita e implícita.  

De dicha clasificación, las garantías legales y explícitas resultan de fácil 

identificación e incluso podrían caracterizarse por un críterio objetivo desde lo 

dispuesto en las normas o en aquello indicado y acordado con el proveedor, 

respectivamente. Caso contrario sucede con la garantía implícita, donde su 
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contenido es, de cierto modo, impreciso y dependerá de los usos y costumbres 

correspondientes al producto o servicio (Tirado, 2021). 

En ese sentido, la estrategia de defensa planteada por el Sr. Vargas devino en que 

la Denunciante habría incumplido las condiciones establecidas en la garantía 

explícita y por tanto no correspondía alegarse una vulneración al deber de 

idoneidad. Dicha posición fue declarada fundada por la CPC en la Segunda 

Resolución Final sustentando textualmente lo siguiente: 

“ 48. En ese sentido, se puede concluir que, pese a haberse acreditado que 

la mascota de la Denunciante presentó problemas de salud que habrían sido 

determinantes para que la Sra. Orellana tome la decisión de sacrificarle, se 

ha verificado que la Denunciante no cumplió con los procedimientos 

establecidos por ambas partes, relacionados con las acciones a adoptar en 

caso el cachorro presente problemas de salud, limitando asi la posibilidad de 

que sea el propio proveedor quien tenga la posibilidad de subsanar el defecto 

denunciado, más aún si se considera que ambas partes admitieron que la 

mascota adquirida podría presentar problemas de salud.” 

Empero, tanto lo planteado por el Denunciado como lo resuelto por la CPC en la 

Segunda Resolución Final no contradice el hecho de que el Cachorro se encontraba 

en mal estado de salud. 

En este punto, se aprecia que lo buscado por el Sr. Vargas es sustentar que no tuvo 

oportunidad de subsanar o dar una solución al problema presentado en el Cachorro 

por actuar en contra de los términos y condiciones del Certificado de garantía. No 

obstante, no está de más cuestionarse ¿era ello lo que realmente correspondia para 

analizar la vulneración o no al deber de idoneidad?  

Con relación a ello, resulta conveniente observar el considerando 22 de la Sala en 

la Resolución 0121-2018/SPC - INDECOPI: 

“22. Es preciso recalcar que el artículo 104° del Código (del Consumidor) 
establece que el proveedor es administrativamente responsable por la falta 
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de idoneidad o calidad sobre el producto o servicio determinado y que es 
exonerado de responsabilidad administrativa si logra acreditar la 
existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que 
configure una ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, 
de hecho determinante de un tercero o de la imprudencia del propio 
consumidor afectado. “ 

Siendo de este modo, dado que la Denunciante ha acreditado que el Cachorro se 

encontraba en un estado de salud no adecuado y que el Sr. Vargas no ha logrado 

demostrar que dicha situación fue originada por un factor objetivo, justificado o no 

previsible que configure la ruptura del nexo causal, se puede afirmar que el 

Denunciado incurrió en responsabilidad administrativa respecto al estado de salud 

en el que fue entregado el Cachorro.   

Cabe resaltar que la posición final adoptada respecto a este hecho se atañe con 

aquello resuelto por la Sala en la Segunda Resolución de la Sala: 

“25. Tal como puede apreciarse, los medios probatorios que obran en el 

expediente acreditan que el cachorro fue vendido por el señor Salazar 

(Vargas) sin encontrarse en adecuado estado de salud, siendo que en el 

presente caso, el Denunciando no ha alegado ni presentado medios 

probatorios que acrediten que ello se debió a causas que no le resultan 

imputable”. 

V.1.2. Respecto a la entrega del comprobante de pago 

Agregando a lo anterior, de los hechos narrados se evidencia que, cuando se 

imputaron los cargos contra el Sr. Vargas, la CPC estableció como una transgresión 

al deber de idoneidad el hecho de que el Sr. Vargas no habría cumplido con proveer  

a la Denunciante el comprobante de pago por la transacción del Cachorro. Ante lo 

cual, el Sr. Vargas presentó como medio de prueba duplicados notarializados de los 

comprobantes de pago emitidos para acreditar que cumplió con la entrega de estos 

oportunamente.  
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Ahora bien, a partir de las actuaciones efectuadas en el marco del presente caso, 

se evidencia que la CPC señaló que el hecho generador de la vulneración al deber 

de idoneidad era “la no entrega del comprobante de pago” y, a partir de ello, el 

Denunciado presentó sus descargos adjuntados los medios probatorios ya citados.  

A partir de ello, a través de la Primera Resolución Final, la CPC manifestó que:  

“(…) si bien no ha quedado acreditado que existe la certeza (de) que dichas 

boletas hayan sido entregados a la denunciante, si ha quedado acreditado 

que el Sr. Vargas sí entregó un documento en donde se consignaba el valor 

del can adquirido, así como las condiciones en que se basaba dicha relación 

de consumo.” 

Dicha posición fue reafirmada mediante la Segunda Resolución Final,en la cual la 

CPC complementó su posición precisando lo siguiente:   

“59. En ese sentido, si bien el Sr. Vargas no ha ofrecido medio probatorio 

alguno que le permita acreditar haber entregado a la Sra. Orellana las boletas 

de venta N° 1480 y 1481, emitidas a su nombre, se ha podido verificar que el 

proveedor denunciado si hizo entrega del certificado de garantía, documento 

en el cual constaban los detalles de la relación de consumo entablada como 

producto de la adquisición de un cachorro de raza yorkshire por parte de la 

denunciante, así como el pago efectuado por ésta. 

60. En atención a ello, si bien dicho documento no se constituye formalmente 

en un comprobante de pago con efectos tributarios, la Comisión considera 

que resulta suficiente para que el proveedor denunciado haya cumplido con 

la obligación de entregar a la denunciante un comprobante que acredite el 

pago ésta efectuó”. 

Resumido en otras palabras, en razón de que el Sr. Vargas realizó una conducta 

que salvaguardó aquello tutelado por el ordenamiento jurídico, la CPC considera 

que el bien jurídico protegido de la presunta infracción no se ha visto afectado; y. 
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por consiguiente, no corresponde aplicar una sanción al Denunciado. Sin embargo, 

dicha interpretación termina siendo contraria a lo prescrito en el artículo 254 del  

TUO de la LPAG. 

La referida disposición normativa estipula las caracteristicas que debe cumplir la 

Administración para ejercer su potestad sancionadora; entre las que, para esta 

ocasión, resalta la obligación de notificar de manera clara y libre de ambigüedades 

al administrado los hechos que se le atribuyen en su contra. 

Al respecto, Juan Carlos Morón (2023b) menciona que en el ámbito de los 

procedimientos sancionadores se deben otorgar ciertas garantías al momento de la 

notificación de cargos; las cuales se materializan en el cumplimiento de ciertos 

requisitos.  

Entre los requisitos señalados por el referido autor, resalta para el ánalisis del 

presente caso aquel denominado como precisión: 

“a. Precisión: Debe contener todos los elementos enunciados en este artículo 

para permitir la defensa de los imputados, incluyendo el señalamiento de los 
hechos que se le imputen, la calificación de las infracciones que tales 

hechos pueden construir, la expresión de las sanciones que se le pudiera 

imponer así como la autoridad competente para imponer la sanción con la 

norma que atribuya tal competencia. Estos elementos deben ser precisos y 
no sujetos a inferencias o deducciones por parte de los imputados 
como, por ejemplo, si se pretendiera reemplazar la calificación de los 
hechos o la sanción aplicable con la referencia a la norma legal que tipifica 

la conducta o la indicación de la autoridad que resuelve el procedimiento con 

la mención al nombre de la entidad en el membrete del oficio” (Morón, 

2023b:511) 

En relación con este requisito, Juan Carlos Morón (2023b) complementa lo ya 

mencionado señalando que se infringe el mismo “cuando la Administración Pública 

formula cargos por unas razones y luego basa su decisión definitiva en hechos 
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distintos o en una nueva calificación legal de los hechos a lo que se sirvieron de 

base a la formulación previa de los cargos”. (p. 513) 

Del mismo modo, Jorge Danos (2009) refiere: 

“(El TUO de la) LPAG no contiene norma alguna que faculte a hacerlo o que 

establezca el procedimiento para realizar alguna modificación (respecto a los 

cargos contenidos en la notificación inicial). Por el contrario se establece en 

forma expresa que la resolución final del procedimiento no puede basarse en 

hechos diferentes a los determinados durante el procedimiento, aceptando sin 

embargo que pueda modificarse su valoración jurídica” (p. 36) 

Por consiguiente, atañe indicar que la fundamentación propuesta por la CPC resultó 

contraria a lo dispuesto en el artículo 254 del TUO de la LPAG, dado que la 

valoración de la CPC debió mantenerse acorde a lo establecido en la imputación de 

cargos sin generar una interpretación extensiva al término “comprobante de pago”; 

el cual se encuentra delimitado en una lista taxativa de documentos según el art. 2 

de la Resolución de Superintendencia Nº 007-99/SUNAT2. 

 
2 Resolución de Superintendencia Nº 007 - 99/SUNAT  

“Artículo 2º.- DOCUMENTOS CONSIDERADOS COMPROBANTES DE PAGO 
Sólo se consideran comprobantes de pago, siempre que cumplan con todas las características y requisitos 
mínimos establecidos en el presente reglamento, los siguientes: 

a) Facturas. 

b) Recibos por honorarios. 
c) Boletas de venta. 

d) Liquidaciones de compra. 

e) Tickets o cintas emitidos por máquinas registradoras. 
f) Los documentos autorizados en el numeral 6 del artículo 4º. 

g) Otros documentos que por su contenido y sistema de emisión permitan un adecuado control tributario 

y se encuentren expresamente autorizados, de manera previa, por la SUNAT. 
h) Comprobante de Operaciones – Ley N.° 29972.  

i) Ticket POS, el cual se rige por la resolución de superintendencia que lo crea la cual regula, entre otros 

aspectos, los requisitos de dicho comprobante de pago y la oportunidad de su emisión. 
j) Ticket Monedero Electrónico, el cual se rige por la resolución de superintendencia que lo crea. Esa 

resolución regula, entre otros aspectos, los requisitos de dicho comprobante de pago. 
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Cabe resaltar que lo mencionado anteriormente, guarda relación con el críterio más 

reciente de la Sala sobre la provisión de comprobantes de pago, establecido en la 

Resolución 0716-2023/SPC - INDECOPI: 

“8. Así, en el marco del deber de idoneidad, un consumidor espera contar 
con un documento formal exigido por las normas tributarias, es decir, 

un comprobante de pago, al margen de que existan otros documentos 
para acreditar el pago efectuado en el marco de la contratación de un 
producto o servicio. 

9. Lo anterior, en tanto constituye una garantía legal en toda contratación 

de bienes y servicios el que el proveedor de estos extienda un 
comprobante de pago formal al consumidor, documento que por 

excelencia ofrecerá a este todas las garantías y respaldo ante cualquier 

situación que pueda presentarse respecto del bien o servicio contratado.” 

Sobre este nuevo críterio implementado por la Sala, resalta la concepción de la 

provisión del comprobante de pago como un garantía de carácter legal para los 

consumidores y una obligación a los proveedores de entregar el mismo. Sobre ello, 

debe subrayarse que ello abarca la protección de un bien jurídico distinto al de la 

normativa en materia tributaria. 

En función de los argumentos esbozados en este apartado, y dado que el Sr. Vargas 

no logró acreditar que habría entregado los comprobantes de pago a la Sra. 

Orellana de manera oportuna, resulta pertinente declarar fundada la denuncia 

presentada en contra del Sr. Vargas respecto a este punto. 

 
k) Recibo electrónico por servicios públicos (recibo electrónico SP), el cual rige por la normativa sobre 

emisión electrónica. 

l) Comprobante empresas supervisadas SBS, el cual se rige por la normativa sobre emisión electrónica.” 
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V.2. ¿Correspondia declarar la nulidad de la Primera Resolución 
Final? 

A efectos de responder esta segunda interrogante, resulta pertinente mencionar que 

el ordenamiento jurídico peruano dispone en el artículo 9 del TUO de la LPAG que 

el acto administrativo posee una presunción de validez. Por lo que, su nulidad se 

efectuará únicamente cuando la autoridad correspondiente la declare de manera 

explicita.  

No obstante, ¿por qué razones la autoridad puede estimar la anulación de un acto 

administrativo? 

Al respecto, mediante el artículo 10 del TUO de la LPAG el legislador ha fijado un 

conjunto de causales taxativas que acarrean la nulidad del acto: 

“Artículo 10.- Causales de nulidad 

Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, 

los siguientes: 

1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas 

reglamentarias. 

2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo 

que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a 

que se refiere el artículo 14. 

3. Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la 

aprobación automática o por silencio administrativo positivo, por los 

que se adquiere facultades, o derechos, cuando son contrarios al 

ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, 

documentación o tramites esenciales para su adquisición. 

4. Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, 

o que se dicten como consecuencia de la misma.” 
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En lo anteriormente descrito, se evidencia una particularidad importante en el 

numeral 2 del art. 10. En dicha causal, el legislador ha determinado que existen 

situaciones donde la irregularidad o ausencia de los requisitos de validez no 

ocasionará la nulidad sino que, en su lugar, se puede generar la preservación del 

acto siempre que el vicio no resulte trascendente. 

En relación con lo expuesto previamente,  Diego Méndez (2021) manifiesta lo 

siguiente: 

“El principio de conservación está vinculado a la presencia del interés público 

en el actuar de la Administración. En consecuencia, si bien mediante la 
presunción de validez los actos administrativos emitidos surten sus 
efectos, ello no enerva su control jurídico por las autoridades 
competentes. Sin embargo, el órgano revisor debe tomar en cuenta también 

la primacía del principio de conservación al momento de evaluar la validez de 

un acto administrativo.” (p. 61) 

Por consiguiente, para dar respuesta a los supuestos que podrian significar una 

causal de nulidad de la Primera Resolución Final, previamente, se debe examinar 

si el vicio o falta del requisito de validez del acto en cuestión es trascendente o no, 

para adoptar una posición sobre el mismo. 

V.2.1. Respecto a los errores en los que incurrió la CPC 

De los hechos se aprecia que la Primera Resolución Final presentó algunas 

incongruencias entre lo expuesto en su sección considerativa y lo finalmente 

resuelto en su apartado resolutivo. A fin de esclarecer lo expuesto, se citan algunos 

extractos de la Primera Resolución Final: 

“Sobre el Libro de Reclamaciones 

(…) 

39. Por lo antes mencionado, corresponde declarar fundado este extremo de 

la denuncia por infracción al artículo 140 del Código (del Consumidor) 
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(…) 

Graduación de la sanción 

47. Habiéndose verificado la existencia de infracciones administrativas por 

parte del Banco, corresponde determinar a continuación la sanción a 

imponer. (…) 

(…) 

49. Al respecto, ha quedado acreditado que el señor Vargas no contaba con 

un libro de reclamaciones al momento en que ocurrieron el hecho materia de 

la denuncia. 

(…) 

52. En atención a ello, este Colegiado considera que corresponde sancionar 

al Banco con una multa de una (1) UIT. 

(…) 

RESUELVE 

(…) 

CUARTO: Sancionar al señor César Alberto Vargas Jesús con una 

amonestación.” 

Siendo así, en el presente escenario resulta apropiado examinar la potencial 

aplicación del inciso 2 del artículo 10 del TUO de la LPAG. Dicho análisis acaecerá 

en interpretar si los errores en los que incurrió la CPC generan un defecto en los 

elementos requeridos para la validez del acto administrativo. Empero, como se 

mencionaba al final de la sección anterior, a su vez se requiere determinar si el vicio 

del acto resulta trascendente o no para la enmendadura y conservación del mismo. 

Al respecto, se contempla que la Primera Resolución Final presenta defectos en sus 

requisitos de validez de objeto y contenido. Ello acontece en virtud de que el referido 

acto no determina inequívocamente sus efectos jurídicos; dado que a su vez 



43 
 

tampoco comprende las cuestiones propuestas en su motivación al confundir a las 

partes del procedimiento y su apartado resolutivo difiere en su totalidad con la 

motivación desarrollada en su sección considerativa. En ese sentido, ahora resulta 

obligatorio cuestionar si la presencia de este vicio resulta trascedente para la 

aplicación o no del principio de conservación del acto. 

Respecto a lo anterior, el legislador ha sido bastante preciso en la disposición del 

art. 14 del TUO de la LPAG para determinar qué se entiende como vicio no 

trascendente, dejando sin margen alguno de interpretación a la Administración para 

su aplicación (Morón, 2023a: 280). Puesto lo anterior, para este caso en concreto, 

deviene interesante lo dispuesto en el inciso 14.2.1. 

Como se ha mencionado previamente, el vicio que presenta la Primera Resolución 

Final se encuentra en el hecho de que el Considerando 52 y el Cuarto Resolutivo 

no resultan congruentes entre sí. Por un lado, el Considerando 52 llega a la 

conclusión de que la sanción atribuible al Banco es ascendente a una (1) UIT (error 

material, debería indicar al Sr. Vargas) y, por otro, el Cuarto Resolutivo establece 

que corresponde sancionar al Sr. Vargas con una amonestación. Por consiguiente, 

al evidenciarse una manifiesta incongruencia, corresponde que la CPC proceda con 

la enmienda de los errores materiales de los apartados considerativo y la sección 

resolutiva para que este se conserve al considerarse un vicio de menor relevancia.   

Sin perjuicio de lo anterior, cabe resaltar que los defectos del objeto y contenido que 

han sido analizados en los párrafos precedentes son catalogados por la doctrina 

como errores materiales.  

En complemento a lo previamente enunciado, corresponde tener en cuenta la 

definición de Guzmán Napurí (2013) al respecto: 

“Los errores materiales son aquellos que pueden deducirse fácilmente de la 

propia resolución o de la confrontación de esta con el expediente 

administrativo. (…) Estos errores tienen la característica común de que su 

corrección no altera la decisión tomada; excluyéndose evidentemente las 

cuestiones de derecho, la valoración de las pruebas, el alcance de los hechos 
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y cualquier otra consideración de hecho o de derecho que afecte los efectos 

del acto o su validez” (p. 592) 

Esta categoría de errores son subsanables e incluso no necesitan que el superior 

jerárquico ordene su rectificación, sino que la propia autoridad que emitió el acto 

puede proceder a rectificar el mismo por iniciativa propia y sus efectos se producen 

retroactivamente al momento en que se notificó el acto original; tal y como se 

dispone en el artículo 212.1 del TUO de la LPAG. Sobre esto último, se retomará en 

una sección posterior. 

En virtud de los fundamentos expuestos anteriormente, es posible concluir que los 

errores presentados en la Primera Resolución Final no son susceptibles para alegar 

una causal de nulidad contra el referido acto administrativo. Toda vez, que 

corresponde su enmendadura y que sus efectos se retrotraigan a partir de la fecha 

en que se notificó la Primera Resolución Final. 

V.2.2. Respecto a la omisión de pronunciamiento sobre la solicitud de 
informe oral  

En relación al particular, se constata que, con fecha 18 de julio de 2012, la Sra. 

Orellana solicitó la programación de un informe oral para exponer a detalle su 

postura respecto a la denuncia. No obstante, la CPC no se manifestó sobre dicho 

requerimiento en ninguna resolución de fecha posterior ni en la Primera Resolución 

Final. 

Por ello, a través del escrito de fecha 22 de octubre de 2013, la Sra. Orellana requirió 

declarar la nulidad de la Primera Resolución Final alegando una afectación al debido 

procedimiento al no haberse efectuado ningún pronunciamiento relacionado con su 

petición. 

Cabe resaltar que la solicitud de la Sra. Orellana se encontraba amparada en virtud 

del artículo 35 de las Facultades, normas y organización del INDECOPI3. No 

 
3 Facultades, Normas y Organización del INDECOPI 
Art. 35.-  
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obstante, es fundamental referir que si bien la referida disposición dejaba a criterio 

de la CPC la actuación o denegación de la solicitud, no indicaba que en caso de 

negar lo requerido la CPC se encontraba en la libertad de presentar 

pronunciamiento sobre ello. 

Con relación a estos hechos, corresponde retomar las disposiciones indicadas en 

el artículo 3 numeral 2 y el artículo 10 numeral 2 del TUO de la LPAG; y, añadir al 

análisis lo señalado en el artículo 5.4 del mismo cuerpo normativo. A continuación, 

se efectuará la revisión de los artículo alegados de manera previa. 

Al respecto, en virtud de lo establecido en el artículo 10 numeral 2 del TUO de la 

LPAG, se puede afirmar que la Primera Resolución Final presenta un vicio 

susceptible de generar su nulidad por no consumar con sus requisitos respecto al 

contenido del mismo. Ello en tanto, no se estaría cumpliendo con ajustar el 

contenido del acto en función de lo requerido por la Sra. Orellana.  

Ello toma mayor relevancia si se tiene en cuenta que el artículo 5.4 del TUO de la 

LPAG manifiesta que el contenido del acto debe integrar todas las cuestiones 

expuestas por los administrados.  

Relacionado con ello, Guzmán Napurí (2013) manifiesta respecto del contenido del 

acto administrativo lo siguiente: 

“El contenido debe comprender todas las cuestiones de hecho y de 
derecho planteadas por los administrados, pudiendo involucrar otras no 

propuestas por estos, que hayan sido apreciadas de oficio, siempre que 

otorgue posibilidad de exponer su posición al administrado y, en su caso, 

aporten las pruebas a su favor. Es necesario señalar que ello significa que el 
contenido del acto debe establecerse de tal manera que la resolución 

 
Una vez puesto en conocimiento de la Comisión lo actuado para la resolución final, las partes podrán solicitar 

la realización de un informe oral ante ésta. La actuación o denegación de dicha solicitud quedará a criterio de 
la Comisión, según la importancia y trascendencia del caso. 
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decida todas las peticiones formuladas. A ello se denomina en general 

principio de congruencia.” (p. 332) 

Siendo así, al omitir una cuestión respecto a un pedido, se entiende que, en virtud 

de los escenarios previstor por el legislador en el artículo 14 del TUO de la LPAG, 

resulta imposible la aplicación de la conservación del acto administrativo. 

Por ende, de los argumentos esgrimidos se concluye que la Primera Resolución 

Final fue declarada nula de manera correcta; puesto que la CPC debía pronunciarse 

sobre TODOS los requerimientos efectuados por la Denunciante y el Denunciado 

por más que pudieran ser declarados improcedentes o infundados.  

V.3. ¿Correspondia declarar fundada la demanda contenciosa 
administrativa presentada por el Sr. Vargas? 

El proceso contencioso administrativo es definido por Ramón Huapaya (2019) como 

“(uno) de los medios de control jurídico que existen sobre la administración pública” 

(p. 29). El ejercicio de este derecho acción se encuentra reconocido a nivel 

constitucional en el artículo 148 de la Constitución Política del Perú señalando que 

las actos administrativos que causen estado “son susceptibles de impugnación” en 

la vía judicial a través la acción contenciosa administrativa.  

No obstante, más que una vía de impugnación adicional a los recursos 

administrativos dispuestos en el artículo 218 del TUO de la LPAG, la acción 

contenciosa administrativa representa un proceso independiente del procedimiento 

administrativo que emitió la resolución cuestionada. Ello se confirma si se tiene en 

consideración que uno de los requisitos de procedencia de la acción contenciosa 

administrativa es el agotamiento de la via administrativa conforme a lo establecido 

en el TUO del LPAG, salvo excepciones puntuales establecidas en el art. 20 del 

TUO de la Ley ACA. 

Ahora bien, como ya se ha mencionado, los administrados pueden recurrir a la vía 

jurisdiccional para cuestionar las actuaciones de la Administración Pública; empero, 
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esta se limita a determinadas pretensiones establecidas de manera taxativa en el 

artículo 5 del TUO de la Ley ACA.   

Siendo que en el presente caso, el Sr. Vargas pretende la nulidad de la Segunda 

Resolución Final y de la Segunda Resolución de la Sala en razón de agravios 

relacionados con el principio del debido procedimiento, corresponderá examinar si 

los actos administrativos en cuestión presentan los vicios alegados por el 

accionante. 

V.3.1. Respecto a la vulneración al derecho a la defensa del Denunciado 

Al momento de presentar la demanda contenciosa administrativa, el Sr. Vargas 

señaló que se le habría vulnerado su derecho a la defensa en el curso del 

procedimiento sancionador. Ello en virtud de que la Sala declaró improcedente su 

recurso de apelación contra la Segunda Resolución Final, puesto que su apelación 

habría sido interpuesta en oposición a un extremo que ya habría quedado 

consentido en la Primera Resolución Final.  

Como cuestión previa, conviene precisar que el derecho a la defensa es definido 

por la doctrina como: 

“(U)n requisito esencial de todo debido proceso, e implica conocer los cargos 

o cuestiones imputadas a las conductas de los administrados, para luego 

poder expresar las posiciones, argumentos y alegatos que sean posibles 

para lograr una decisión que se ajuste a la legalidad vigente.” (Huapaya, 

2015) 

Siendo así, se puede entender que el contenido esencial del derecho a la defensa 

se encuentran en el hecho de que el acusado de los cargos pueda tener la 

oportunidad de manifestar sus descargos ante la autoridad que se los imputa.  

En ese sentido, el Sr. Vargas estaría cometiendo un error de calificación del 

presunto derecho afectado en el marco del procedimiento sancionador. Toda vez 

que el Sr. Vargas cuestiona el hecho de que no se le permitió impugnar la multa por 

haber quedado consentida en una resolución anterior.  
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A pesar de ello, el presunto derecho que podría interpretarse como vulnerado en 

este escenario es el llamado “derecho a la impugnación o a recurrir”. El referido 

derecho es definido por Luis Alfaro (2015) como “el derecho de los justiciables, 

previamente establecido por el legislador, en virtud del cual pueden acceder a un 

instrumento o medio jurídico que les permita cuestionar u observar la resolución que 

le causa perjuicio”. 

De este modo, se debe tener en cuenta que el derecho a la impugnación no es un 

derecho de naturaleza absoluta. Sino que se encuentra regulado por el legislador 

en etapas de carácter preclusorio durante el marco del procedimiento.  

En ese sentido, resulta de obligatoria observación lo establecido en el artículo 218.2 

del TUO de la LPAG donde el legislador establece un término de 15 días perentorios 

para la interposición del recurso de apelación contra el acto administrativo. 

Siendo que en el presente caso, la Primera Resolución Final fue enmendada en 

virtud de lo establecido en el artículo 14 del TUO de la LPAG, corresponde tener 

presente lo dispuesto en el artículo 17.2 del ya citado cuerpo normativo; a través del 

cual se estipula que los actos que se dictan en enmienda presentan eficacia 

anticipada en la fecha de emisión del acto original. 

A partir de dicha perspectiva, el extremo impugnado por el Sr. Vargas había 

quedado consentido de manera anticipada en la fecha que se emitió la Primera 

Resolución Final y no era posible alegar que sus efectos recién surgieron con la 

enmendatura efectuada en la Segunda Resolución Final.  

Por lo que, en tanto el recurso de apelación interpuesto por el Sr. Vargas fue 

presentado fuera del plazo establecido en la ley, no se habría generado una 

vulneración al derecho a la defensa ni el derecho a la impugnación del Sr. Vargas. 

En consecuencia, se puede afirmar que la demanda fue calificada de manera 

correcta por el 23° Juzgado en el presente extremo. 



49 
 

V.3.2. Respecto a una motivación aparente en los pronunciamientos. 

Un segundo aspecto cuestionado por el Sr. Vargas en la demanda contencioso – 

administrativo fue la presunta motivación aparente en la sección considerativa de la 

Segunda Resolución de la Sala. El accionante indicó que (i) la fundamentación de 

la ya citada resolución presentaba frases carentes de sustento jurídico para 

determinar la improcedencia de la apelación; (ii) se habría efectuado una valoración 

parcializada de las pruebas ofrecidas llegando a considerar únicamente aquellas 

presentadas por la Sra. Orellana. 

Al respecto, nuevamente resulta necesario partir de premisas conceptuales para 

llegar a una posición respecto a lo alegado por el Sr. Vargas.  

En primer lugar, la motivación es un presupuesto de validez del acto administrativo 

cuyo alcance se encuentra desarrollado a detalle en el artículo 6 del TUO de la 

LPAG. Empero, a modo de sintesis, este puede resumirse en la relación directa 

entre los hechos probados y los fundamentos jurídicos y normativos para adoptar 

una decisión materializada en el acto administrativo. 

En complemento a lo anterior, la motivación aparente es definida por la doctrina 

como aquella situación donde inicialmente se guarda la “impresión de (que) una 

resolución que reviste (de) consistencia jurídica y fáctica. Empero, si nos detenemos 

a revisarla cuidadosamente, nos daremos cuenta de que el sustento jurídico 

aplicado no guarda relación con los hechos.” (Liza, 2022) 

Ahora bien, respecto a la falta de sustento jurídico para determinar la improcedencia 

de la apelación se debe precisar que esta se encontraba debidamente sustentada 

en aplicación de la conservación del acto administrativo y la eficacia anticipada del 

acto enmendado, tal y como se pudo manifestar en el apartado V.3.1. anterior. 

Cuestión diferente hubiera sido si la Sala hubiera omitido presentar fundamentos 

respecto a este o invocado un recurso diferente a la apelación; sin embargo, en esta 

oportunidad ello no ha acontecido y corresponde desestimar este primer 

cuestionamiento de motivación aparente contra la Segunda Resolución de la Sala. 
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Por otro lado, corresponde pronunciarse sobre presunta la motivación aparente que  

habría acontecido por una valoración parcializada de las pruebas ofrecidas llegando 

a considerar únicamente aquellas presentadas por la Sra. Orellana. A mayor detalle, 

el Sr. Vargas manifiesta que (i) la Sala habría efectuado un análisis del Certificado 

de garantía y el Protocolo de necropsia desconociendo la carga de la prueba 

reconocida en el art. 169 el Código Procesal Civil; y, (ii) habría dejado de lado la 

misiva notarial que este remitió a la Sra. Orellana indicándole que no cumplió con 

las condiciones de la garantía. 

Sobre ambas cuestiones resulta pertinente tener en consideración lo establecido 

textualmente en el en el numeral 1.11 del artículo IV del Título Preliminar del TUO 

de la LPAG: 

Artículo IV. Principios del procedimiento administrativo 

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los 

siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios 

generales del Derecho Administrativo: 

1.11 Principio de verdad material. - En el procedimiento, la autoridad 

administrativa competente deberá́ verificar plenamente los hechos 

que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar 

todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun 

cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan 

acordado eximirse de ellas.  

En aplicación del citado principio, se permite estimar que la Sala efectuó la 

valoración de los medios de prueba ofrecidos tanto por el Sr. Vargas como por la 

Sra. Orellana. Sin embargo, tras el análisis integral de todas las pruebas ofrecidas 

(recibos de atención médica fechados, certificado de garantía, entre otros), la Sala 

consideró que existían suficientes indicios para considerar que el Cachorro no se 

encontraba en óptimas condiciones de salud cuando fue entregado a la Sra. 

Orellana. Asimismo, se debe considerar que un certificado técnico e imparcial como 

resulta el Certificado de necropsia de la Facultad de Veterinaria de la UNMSM 
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otorga mayor certeza del estado de salud del Cachorro que una alegación en el 

Certificado de garantía que no se encuentra firmado por la Denunciante. 

Finalmente, en relación con el no pronunciamiento de lo indicado por el Sr. Vargas 

en la carta notarial, se debe estimar que, en materia de procedimientos 

sancionadores de protección al consumidor, corresponde al proveedor demostrar 

que el bien o servicio se encontraba en óptimas condiciones o que la falla no se 

encontraba dentro de su esfera de control para generar la ruptura del nexo causal 

de responsabilidad administrativa. Sin embargo, ello no ha sido efectuado por el Sr. 

Vargas en el presente procedimiento y, por ende, el análisis efectuado por la Sala 

ha sido el correcto y corresponde al 23° Juzgado resolver en contra de la pretensión 

del accionante. 

VI. Conclusiones 

¨ El deber de idoneidad abarca una amplia gama de supuestos que 

pueden ser alegados para determinar su vulneración. Ello en tanto las 

relaciones de consumo varian dependiendo del producto o servicio 

comercializado, puesto que no es lo mismo pronunciarse sobre una 

vulneración al deber de idoneidad respecto a la compra de un artefacto 

eléctronico, la adquisición de una mascota o la contratación de un 

servicio de asesoria jurídica. 

¨ La no entrega del comprobante de pago en una relación de consumo 

es consideraba por el INDECOPI como una vulneración al deber de 

idoneidad debido a que no se estaría cumpliendo con una garantía de 

carácter legal en materia de protección al consumidor. 

¨ En virtud de que la entrega del comprobante de pago resulta una 

garantía legal, no se puede homologar que el comprobante de pago 

es cualquier documento que acredite la relación de consumo, sino que 

únicamente será reconocido como tal el documento que cumpla con 

los requisitos establecidos en la norma de su materia. 

¨ El procedimiento administrativo sancionador inicia con la imputación 

de cargos, los cuales deben ser notificados y encausados de manera 
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precisa, sin lugar a inferencias o deduccciones ni modificaciones. De 

este modo, existe una garantía o seguridad jurídica para que el 

administrado pueda defenderse respecto a los cargos que se le 

imputen. 

¨ La motivación y el objeto son requisitos de válidez del acto 

administrativo, cuyos defectos no necesariamente acarrearán la 

nulidad de este. Para reconocer el remedio establecido por el 

legislador corresponderá revisar en cada caso en particular si el 

defecto resulta transcendente o no, para la aplicación de la 

conservación del acto administrativo.  

¨ Mediante una interpretación sistemática del TUO de la LPAG se puede 

concluir que ante escenarios donde el acto administrativo presente 

errores materiales o que resulten pasibles de enmendatura, lo 

recomendable será plantear su cuestionamiento desde un primer 

momento sustentado en argumentos que involucren fundamentos 

distintos a estos. Ello en virtud de que el acto corregido surtirá efectos 

de manera retroactiva a la fecha de emisión del acto enmendado; lo 

cual, de modo alguno representará la vulneración a los principios del 

procedimiento administrativo ni a las garantías del procedimiento 

sancionador. 

¨ Al momento de estructurar una estrategia en cualquier materia, resulta 

fundamental tener en cuenta los costos en valor patrimonial y no 

patrimonial que ello conllevará. El presente caso presentaba una 

cuantía infima que podia solucionarse con un mutuo acuerdo entre las 

partes involucradas. 
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VIII. Anexos 

• Denuncia presentada por la Sra. Orellana 

• Descargos presentados por el Sr. Vargas 

• Ampliación de descargos del Sr. Vargas 

• Primera Resolución Final - Resolución Final N° 4524-2012/CPC 

• Recurso de apelación de la Sra. Orellana contra la Primera Resolución 

Final 

• Descargos contra la apelación presentados por el Sr. Vargas 

• Primera Resolución de la Sala - Resolución 1077-2014/SPC-

INDECOPI 

• Segunda Resolución Final - Resolución Final N° 1699-2014/CPC 

• Recurso de apelación de la Sra. Orellana contra la Seguna Resolución 

Final 

• Recurso de apelación del Sr. Vargas contra la Seguna Resolución 

Final. 

• Segunda Resolución de la Sala - Resolución No. 502-2015/SPC -

INDECOPI 

• Demanda contenciosa administrativa presentada por el Sr. Vargas. 

• Sentencia del 23° Juzgado Contencioso Administrativo. 
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